Pronunciamiento de la señora Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos,  licenciada Raquel Caballero de Guevara, en torno a la privación de libertad y agresión sexual de que fueron víctimas cuatro promotoras de salud en la Colonia Montreal de Mejicanos
Con profunda y absoluta indignación, lamento las agresiones sexuales de las que fueron víctimas una profesional de  enfermería del Ministerio de Salud y tres estudiantes mujeres de dicha carrera, ocurridas el doce de mayo del corriente año, en el Pasaje Cayetano de la Colonia Montreal del Municipio de Mejicanos. En atención a ello, me solidarizo y  acompaño a las víctimas del presento caso, con quienes me comprometo a realizar las acciones pertinentes, en torno a mi mandato constitucional y legal, con la finalidad de obtener justicia y reparación.

Según lo publicaron diferentes medios de comunicación, las cuatro víctimas, quienes se encontraban realizando su trabajo en la zona, fueron  privadas de libertad por  miembros de pandillas y llevadas a una vivienda en la que fueron atacadas.

La violencia de que fue víctima el personal de salud demuestra que algo falló en la organización de la dirección del ECO al que pertenecen las trabajadoras, ya que es conocido que en esa zona es fuerte la presencia de grupos delincuenciales y que todo el personal de salud, hombres y mujeres, jóvenes y mayores están en riesgo, se conoce que tales organizaciones les impiden realizar su labor, la que ven como contraria u opositora al control que ejercen sobre la comunidad. Tal clima de violencia también afecta a los centros escolares, iglesias, organizaciones comunales, así como a los diferentes grupos  familiares; lo que debe mover a las autoridades de nuestro país a reforzar los mecanismos de control territorial, seguridad y protección de la población en general y en particular a las del personal trabajador que acercan sus servicios a las personas; la razón de ser de toda actuación pública. 

En mi calidad de Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos, estoy consciente de la importancia de la atención a la población en su derecho a la salud como un derecho humano, sin embargo, considero prioritario para las instituciones en el ramo, garantizar  el derecho a la vida, seguridad e integridad física y psicológica de su personal, especialmente del que realiza funciones en zonas consideradas de riesgo. 

En ese sentido, en atención a mi mandato Constitucional y legal, como Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos, exhorto a la institucionalidad del país a unir y coordinar esfuerzos tendientes a crear mecanismos y generar   condiciones mínimas de seguridad para que el personal trabajador tanto del Ministerio de Salud como de otras Carteras e Instituciones del Estado que hacen labor en los territorios, en las colonias, en las comunidades, no vean expuestos sus derechos a la integridad, libertad, propiedad y a su vida. 
Respecto de los hechos acontecidos, en virtud de que atañen directamente al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, recomiendo a su titular, doctora Violeta Menjívar:

A) Inicie una investigación seria, pronta y exhaustiva para determinar las responsabilidades administrativas por los hechos de que fueron víctimas las profesionales de la salud; determinando si fallaron los controles o protocolos de seguridad del personal de esa Secretaría de Estado.

B) Adopte medidas de protección a la salud física y mental y medidas de reparación a favor de las cuatro profesionales de la salud afectadas por la acción delictiva antes referida.

C) Revise en forma participativa el protocolo de actuación que se aplica en los Equipos Comunitarios de Salud Familiar a efecto de mejorarlos en los aspectos que fuere necesario, asegurando su plena aplicación y que sea conocido por todo el personal.

D) Establezca efectivos mecanismos de coordinación con la Policía Nacional Civil a fin de garantizar la vida, integridad física y demás derechos de todo el personal de los Equipos Comunitarios de Salud Familiar, que hacen una labor digna de reconocer en beneficio de la salud de la sociedad en general. 

Rinda informe la señora Ministra de Salud Pública y Asistencia Social, doctora Violeta Menjívar sobre las medidas implementadas para dar cumplimiento a las recomendaciones formuladas, así como los resultados obtenidos. Requiérase, asimismo, envíe a esta Procuraduría copia de los protocolos de actuación implementados en los ECOS y para atender las   denuncias por hechos de violencia de que es víctima el personal de salud que se desempeña en los citados equipos.

Asimismo, requiero de la Fiscalía General de la República y la Policía Nacional Civil, generar las acciones de protección a las víctimas y sus familiares, así como dar a las mismas, en la fase de investigación del hecho, un trato humano y con la debida sensibilidad a fin de evitar cualquier tipo de revictimización o menoscabo de su dignidad como mujeres.

Reitero la obligación constitucional del Estado salvadoreño de garantizar el derecho a la seguridad de todas las personas, en este caso de las que ejercen sus labores en el ámbito público y privado en zonas identificadas de riesgo, lo que las pone en una situación de vulnerabilidad.

Finalmente, hago un llamado a la sociedad en general a contribuir en la construcción de un país respetuoso de los derechos humanos y a fomentar la cultura de paz y bienestar para sus habitantes.

San Salvador, 17 de mayo de 2017.

Licenciada Raquel Caballero de Guevara

Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos.
